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ORDINARIO LABORAL 

Providencia: 


SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema:
1. Si una entidad administradora de riesgos profesionales recibe la afiliación de un trabajador subordinado, de un independiente o de un asociado, no puede sostener que no le cabe ninguna responsabilidad cuando se presenta un infortunio laboral, por carecer ello de sentido, de modo que queda esa entidad obligada a cubrir las prestaciones por el riego ocasionado.

2. Le corresponde a la Administradora de Riesgos Profesionales que admitió la afiliación del trabajador, para sustraerse de las obligaciones surgidas con el deceso de éste, desvirtuar que el siniestro ocurrió a consecuencia de un accidente de trabajo.  
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, dieciséis de diciembre de dos mil nueve
Acta número 075 del 16 de diciembre de 2009
En la fecha, siendo las cuatro de la tarde tal como oportunamente se programara, esta Sala y su secretaria, se constituye en au​diencia pública con el objeto de  resolver el recurso de apelación propuesto por los apoderados de ambas partes, en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el pasado 17 de abril, dentro del proceso ordinario que la señora Martha Isabel Blandón García adelanta en contra de Riesgos Profesionales Colmena S.A. Compañía de Seguros de Vida.
El proyecto presentado por el Magistrado Ponente fue revisado y aprobado en Sala, conforme consta en el acta arriba referenciada y da cuenta de los siguientes

ANTECEDENTES

Manifiesta la demandante, asistida de mandatario judicial, y en hechos que resume la Sala, que su compañero permanente Vicente Moreno Frontiñán estaba afiliado a la Cooperativa Multiactiva de Transporte Motoristas de Santa Rosa “MOSARCOOP”, en su condición de propietario de un vehículo taxi desde el 11 de diciembre de 1996;  que el 19 de octubre de 2001  cambió de vehículo y por tanto firmó un nuevo contrato que sustituyó el anterior en todas sus partes; que los contratos de vinculación suscritos con la mencionada cooperativa respecto del asociado propietario que desee conducir su vehículo, exigen celebrar igualmente  contrato de trabajo con ella; que por tal razón suscribió tal contrato el mes de junio de 1999; que consecuente con esa relación fue afiliado a la Administradora de Riesgos Profesionales Colmena S.A. Compañía de Seguros de Vida, realizando la Cooperativa los correspondientes aportes para todos sus empleados afiliados, entre ellos el señor Moreno Frontiñan; indica que la ARP en mención conoció y aceptó la calidad del afiliado que es la misma que ostentan otros propietarios que también fueron vinculados a esa entidad; que el 29 de diciembre mientras conducía su vehículo en cumplimiento de su trabajo fue ultimado el señor Vicente Moreno cuando intentaban robarle sus pertenencias, que la investigación la adelanta en estos momentos la Fiscalía; que había convivido con el mencionado hombre durante los seis años anteriores a su deceso y que de esa unión nació el menor Juan Miguel Moreno Blandón, que ambos, compañera permanente e hijo, dependían económicamente del señor Moreno Frontiñan; que solicitaron ante la ARP accionada la pensión de sobrevivientes, recibiendo respuesta negativa con el argumento de que no existía en realidad el vínculo laboral entre el fallecido y la Cooperativa Multiactiva de Transportes y que además, tampoco existía prueba de que la muerte del afiliado haya sido consecuencia directa de sus labores como conductor. 

Conforme a esa relación de hechos, pretende la demandante que se declare la existencia del contrato de trabajo entre Vicente Moreno Frontiñan y la Cooperativa Multiactiva de Transportes Motoristas de Santa Rosa de Cabal; que entre esa Agremiación y la ARP Riesgos Profesionales Colmena S.A. Compañía de Seguros de Vida S.A. existe un contrato de Administración de riesgos profesionales; que la muerte de su compañero sobrevino con ocasión de su trabajo como conductor de la citada Cooperativa; que por tanto la ARP demandada está obligada a asumir el pago de la pensión de sobrevivientes a favor suyo, como compañera permanente, y de su hijo, en cuantía de un salario mínimo legal mensual, desde el momento en que ocurrió el deceso. Solicita finalmente que se condene en costas al actor. 
La demanda así presentada fue admitida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad, el 15 de mayo de 2002, ordenándose en esa misma providencia la notificación y el correspondiente traslado al accionado, fl. 87. 
Por intermedio de apoderada judicial la accionada dio respuesta a la demanda, fls. 91 a 97, pronunciándose respecto a los hechos de la demanda, oponiéndose a las pretensiones y proponiendo como excepciones las de “Ineficacia del contrato de administración de riesgos profesionales; Nulidad relativa por reticencia;  Nulidad de la afiliación por vicio en el consentimiento; Ausencia de origen profesional del accidente y Falta de legitimación en la causa por pasiva.”. Sustenta su defensa la accionada en que no existió vínculo laboral entre el fallecido y la Cooperativa, que aquél se desempeñaba como un verdadero empresario del transporte y por tanto no podía ser afiliado a Riesgos Profesionales por cuanto la legislación vigente para esas calendas no contemplaba la vinculación de trabajadores independientes.  Indica así mismo que de las pruebas allegadas puede concluirse que el suceso en que perdió la vida el señor Vicente Moreno Frontiñan no tiene un origen profesional y por tanto le corresponde a la administradora de pensiones a las que debió estar afiliado, asumir el pago de la prestación reclamada.
Fracasado el intento de conciliación y luego de surtidas otras etapas procesales, el Despacho se constituyó en primera audiencia de trámite, decretando las pruebas solicitadas por las partes, las que fueron practicadas en las restantes audiencias. 

Concluido el debate probatorio, se citó para audiencia de juzgamiento para el 17 de abril del año que corre, fl. 288, dentro de la cual se profirió la sentencia, declarándose la existencia del contrato de trabajo entre el conductor fallecido y la Cooperativa Multiactiva de Transportes Terrestres de Santa Rosa de Cabal “Mosarcoop”; la validez de la afiliación del señor Vicente Moreno Frontiñán a la ARP demandada y el derecho de la demandante y de su hijo a recibir la pensión de sobrevivientes que reclama, por cuanto el afiliado fallecido cumplió con los requisitos establecidos en la Ley 100 de 1993 (artículos 46) para causar tal derecho. Declaró finalmente,  no probadas las excepciones propuestas y se condenó en costas procesales a la demandada. 
Contra esta decisión se alzó en apelación el apoderado de la accionada, fl. 306.   Concedido el recurso, la actuación fue remitida a esta Sala en donde se surtió el trámite propio de la instancia. Como dentro de lo actuado no se observa nulidad alguna que haga írrito el proceso, se procede a resolver la alzada conforme las siguientes
CONSIDERACIONES:

Son varias las inconformidades que plantea el recurrente, las cuales pueden resumirse de la siguiente forma: 
1º. Se confunden en la sentencia, el sistema y normas del régimen de seguridad social en pensiones con el de riesgos profesionales, se cita el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 cuando la norma que rige el sistema de riesgos es el Decreto 1295 de 1994 (hoy la Ley 776 de 2002). 
2º. Se ignoran en el mencionado fallo, los elementos probatorios arrimados al proceso en los que se indica con claridad que el fallecido Moreno Frontiñan no tenía la calidad de trabajador dependiente de la Cooperativa Multiactiva de Transportes Motoristas de Santa Rosa de Cabal. 
3º. Desconoce igualmente la providencia apelada, los elementos de prueba que obran en el expediente que señalan evidencias de móviles personales o pasionales en el deceso; que en la fecha y hora de la muerte del referido hombre, éste no se encontraba prestando el servicio de transporte ni la empresa registra reporte alguno sobre tal prestación en la hora del atentado; existen además pruebas que conducen a concluir que el evento en el que perdió la vida tiene origen común y no profesional. 
4º.  Indica el recurrente que al dictamen pericial realizado para resolver la objeción del apoderado de la demandante, no se le imprimió el trámite que correspondía. 
5º.  En el fallo impugnado se desconocen las disposiciones legales contenidas en las normas de seguridad social que expresamente reconocen que el sistema de riesgos profesionales tiene una clara naturaleza de seguro y como tal le son aplicables las disposiciones que regulan la institución de los seguros, dentro de la cual se incluyen las normas sobre requisitos de eficacia, causales de nulidad por reticencia y nulidad por vicios del consentimiento. 

6º. En el expediente existen constancias sobre la existencia de otra mujer como compañera permanente e igualmente en las pruebas trasladadas de la fiscalía, se informa de un doble registro civil de nacimiento del menor Juan Miguel Moreno Blandón lo que desvirtúa la eventual condición de beneficiarios de los demandantes. 

Considera por tanto el apelante, que existen elementos de prueba válidamente producidos dentro del proceso y con valor probatorio suficiente que permiten concluir que procede acoger las excepciones propuestas por la accionada. 

En ese mismo orden en que son propuestas las inconformidades por parte del impugnante, serán resueltas por esta Sala, comenzando por el tema de la confusión de normas en el fallo que se ataca. 

1º. Aunque en realidad, la falladora de primera instancia cita las normas propias de la pensión de sobrevivientes en el régimen común, para establecer que el afiliado fallecido cumplió con los mismos, tal yerro no modifica la situación en el presente asunto, pues igualmente cumplió el señor Moreno Frontiñan los requisitos establecidos en el artículo 49 del Decreto 1295 de 1994 (vigente para el momento del deceso y por tanto el que rige la prestación reclamada) que sólo exige para conceder tal derecho, que la muerte se produzca en accidente de trabajo o a consecuencia de una enfermedad profesional y que las personas que pretenden el mismo, sean los beneficiarios del causante en los términos del artículo 47 de la Ley 100 de 1993.  

2º. En lo que tiene que ver con el segundo punto de descontento, esto es, con la omisión de la juez de primera instancia en la revisión de los elementos probatorios allegados que demuestran que el causante Vicente Moreno Frontiñán no tenía la condición de trabajador dependiente de la Cooperativa Mosarcoop, debe decir la Sala, que una vez analizado el fallo apelado, se encuentra que no incurrió la a quo en tal omisión; al contrario se ocupó de determinar porqué razón debía considerarse al obitado como empleado de la citada entidad, concluyendo de esa forma la existencia del contrato de trabajo entre las partes, la validez de la afiliación al sistema de riesgos profesionales en condición de trabajador dependiente y por ende el derecho de la actora y su hijo a la pensión de sobrevivientes deprecada. 
No se ocupa por su parte el recurrente de hacerle ver a esta Colegiatura cuáles son esos elementos probatorios inobservados por la juzgadora cuestionada; sin embargo, si en gracia de discusión se aceptara como válida el argumento del recurrente, debe decir esta Sala para resolver esta inconformidad y la relacionada en el numeral 5º que tiene similares  fines (desconocer la condición de afiliado del causante y por ende sustraerse de la obligación de reconocer la pensión que se reclama), que independientemente de que existiera o no el mencionado contrato de trabajo, que no es negado además por la supuesta empleadora, una vez la ARP accionada aceptó la vinculación del señor Moreno Frontiñán, y recibió  durante más de dos años los correspondientes pagos, sin objeción alguna, debe entrar a responder  por las correspondientes prestaciones surgidas de ese contrato de afiliación, posición que ha sido reiterada por la jurisprudencia nacional como se observa en el siguiente aparte, que por su claridad y contundencia libera de realizar estudios diferentes: 
“Sobre un asunto de características similares al presente, en que fue protagonista un miembro fallecido de una Cooperativa de Trabajo Asociado, cuya vinculación no fue regida por un contrato de trabajo, esta Sala de la Corte tuvo la oportunidad de pronunciarse en la sentencia de 2 de febrero de 2006, radicación 25725 y explicó que si una entidad administradora de riesgos profesionales recibe la afiliación de un trabajador subordinado, de un independiente o de un asociado, no puede sostener que no le cabe ninguna responsabilidad cuando se presenta un infortunio laboral, por carecer ello de sentido, de modo que queda esa entidad obligada a cubrir las prestaciones por el riego ocasionado. Igualmente se dijo por la Sala que la falta de reglamentación de la afiliación no significa que ésta no produzca efectos desde el momento en que se cumplió. También se precisó en esa sentencia que las administradoras de riesgos profesionales deben vigilar el proceso de vinculación que efectúen las personas que deseen gozar de la cobertura contra los riesgos profesionales.

Así se dijo en la aludida sentencia:

“El Sistema de Riegos Profesionales establecido a partir de la Ley 100 de 1993 y el Decreto Legislativo 1295 de 1994, que unificó los regímenes preexistentes, se define como un conjunto de entidades públicas y privadas, normas y procedimientos, que tienen la finalidad de prevenir, proteger y atender las consecuencias que se derivan de los riegos profesionales, esto es, de los accidentes o enfermedades que pueden padecer las personas por causa u ocasión del trabajo o actividad desarrollada.

“Dicho sistema centra la protección esencialmente en la población asalariada o trabajadores dependientes, sin excluir otros sectores como es el caso de los independientes, respecto de los cuales se tiene prevista la afiliación voluntaria, al igual no aparecen exceptuados quienes prestan servicios a una Cooperativa que es la gama de personas que interesan para los fines de este recurso, y en tal sentido por mandato legal los únicos que no están comprendidos dentro de este nuevo sistema de seguridad social integral son los señalados en el artículo 279 de la Ley 100 de 1993.

“Es por lo tanto indudable que al tomar el seguro por parte de la Cooperativa Especializada de Seguridad y Escoltas "COOPES" y afiliar a sus asociados que se traducen en los asegurados, los cuales como se dijo no están excluidos del Sistema, y por demás cumplir con la cancelación oportuna de la prima de aseguramiento o cotización, la lógica consecuencia no es otra que la asunción del riesgo y el pago de las prestaciones económicas que se originan al sobrevenir el suceso, a cargo de la aseguradora ARP SEGUROS DE VIDA COLPATRIA S.A.

“En estas condiciones, la Administradora de Riesgos Profesionales que está instituida para proteger tanto a trabajadores subordinados, independientes y asociados, luego de recibir la afiliación de cualquiera de éstos, no le es dable sostener que no le cabe obligación o responsabilidad alguna, pues ello no tiene sentido, precisamente porque cuando la Cooperativa a la cual pertenecía el occiso, se decide por la protección de la seguridad social a través de la ARP demandada, quedó subrogada en los riesgos profesionales, cumpliendo así con las preceptivas de los artículos 9 y 15 del Decreto 468 de 1990, quedando la accionada obligada a cubrir las prestaciones por el riesgo ocasionado, en los términos del ordenamiento vigente para la época, en este caso concreto, la pensión de sobrevivientes por la muerte del afiliado consagrada en el artículo 49 del estatuto de riegos profesionales dispuesto en el Decreto 1295 de 1994.
“Es más, al optar la Cooperativa de Trabajo Asociado por afiliarse a una administradora de riesgos profesionales, al igual que sucede cuando el ente cooperativo decide implantar la afiliación de sus trabajadores asociados al I.S.S. adquiriendo “los derechos y obligaciones que las disposiciones legales le asignen a los patronos o empleadores”  en los términos del Art. 16 del citado Dec. 468 de 1990, la entidad de seguridad social, en este caso la ARP contrae deberes y obligaciones para prestar el servicio y responder por el riesgo asegurado que asumió.
“De suerte que, la afiliación que se hizo del causante Agudelo Franco, a la ARP accionada, aunque no estaba reglamentada para la época, así se asimilara a la situación de un trabajador independiente conforme lo señalado en los artículos 13 del Decreto 1295 y 2 del Decreto 1772 de 1994, o se tuviera como la de un trabajador asociado, surtió sus plenos efectos desde el momento en que se cumplió y la aseguradora la aceptó, en los términos de lo previsto en el literal k) del artículo 4° del citado Decreto 1295 de 1994 y 6° del aludido Decreto 1772 de igual año; y sin hesitación alguna se concluye, que la ARP demandada es la obligada o responsable del pago de las prestaciones económicas y asistenciales al sobrevenir el siniestro, habida cuenta que la Cooperativa COOPES reportó el accidente y cubrió oportunamente el monto de la respectiva cotización hasta el período o ciclo en que se presentó la muerte como aparece en las planillas o formularios de autoliquidación de aportes obrantes a folios 55, 56 a 58, 60 a 65, 57, 138 a 142, prueba  apreciada por el juzgador de alzada.

“En las anteriores circunstancias se insiste, no resulta valedera la posición de la ARP recurrente, para sustraerse como aseguradora a responder y satisfacer la prestación por muerte reclamada por la cónyuge sobreviviente, cuando considera que la afiliación de Agudelo Franco como escolta no es válida, por la circunstancia de que la Cooperativa COOPES no especificó en el formulario suministrado por la propia ARP, la condición de asociado de éste (folio 59 y 137 del cuaderno del juzgado), dando lugar en su criterio a un vicio del consentimiento generativo de una nulidad relativa; por la potísima razón de que esa Administradora de Riesgos Profesionales no desconocía ni le era ajeno que la empresa fuera una "Cooperativa Especializada de Vigilancia y Seguridad Privada", que se regía por un régimen especial de trabajo, prevención y de seguridad social, toda vez que previamente a recibir la novedad de ingreso en la que se incluyó al ahora causante, debió seguir el proceso de vinculación de la Cooperativa, mediante el diligenciamiento del formulario provisto para tal efecto y que se hace mención en el artículo 4° del Decreto 1772 de 1994, en el que se determina la razón social y la actividad económica del tomador del seguro.”

3º. En cuanto al tercer punto de  inconformidad, encaminado a demostrar que la causa del deceso del afiliado no tuvo un origen profesional, por cuando existen indicios que señalan un origen personal o pasional para el mismo, debe recordar la Sala que conforme a la jurisprudencia vigente, cuando la muerte de una persona ocurre en cumplimiento de su labor, se presume que la misma fue con motivo de dicha labor y le corresponde a la respectiva Administradora de Riesgos Profesionales, obligada a reconocer las prestaciones, desvirtuar tal presunción.  
Así se pronunció la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia de 4 de abril de 2006, radicación N° 25986:   


“... tampoco hubo una aplicación indebida de la norma, por cuanto siendo esa la conclusión del Tribunal, de haber sido baleado el trabajador cuando se encontraba laborando, aun no habiéndose establecido la causa, el hecho si se dio con ocasión del mismo y fue por ello que dijo que la demandada ARP, debió probar la falta de causalidad.

 


“Cabe aquí lo precisado por la Corte, en diferentes oportunidades, más recientemente en la sentencia 25390 del 22 de febrero de 2006, cuando rememorando anteriores pronunciamientos sostuvo:

‘El inciso 1° del artículo 9° del decreto extraordinario 1295 de 1994, al igual que el 199 del CST, no introdujo el elemento culpa como factor de la responsabilidad del empleador en la definición del accidente de trabajo; en lo sustancial, de su redacción no se desprende la introducción del sistema subjetivo de responsabilidad que se funda en la culpa. Y esa conclusión no surge de haber excluido de su redacción el término ‘imprevisto’, puesto que tanto él como el término ‘repentino’ significan ‘no previsto’.

 

‘El inciso 2° del artículo 9° del decreto extraordinario 1295 de 1994 considera accidente de trabajo el suceso dañoso para el trabajador que ocurra durante la ejecución de una orden del empleador o en cumplimiento de una labor bajo la autoridad de él, con lo cual se desvinculó la noción de dos circunstancias accesorias: el lugar de trabajo y la jornada laboral. Es, a nivel legislativo, un avance, manejado de tiempo atrás por la jurisprudencia y la doctrina.

‘Lo que es tanto como decir que, con independencia del horario de trabajo y del lugar donde se preste el servicio, el ámbito de protección del trabajo, que se reitera en épocas pretéritas competía exclusivamente al empleador pero que hoy delega la ley a los administradores del Sistema de Riesgos Profesionales, cobija por el mero hecho de la subordinación al trabajador y, por ende, cualquier evento repentino que afecte o ponga en riesgo su salud o su vida queda comprendido dentro de la noción de ‘accidente de trabajo’".

Y en el asunto que se revisa, la única posibilidad que presenta la ARP demandada para desvirtuar que la muerte de Vicente Moreno Frontiñan ocurrió mientras laboraba, es la investigación adelantada por la Fiscalía 30 de Dosquebradas,  investigación que según la providencia que obra a folio 141 del expediente, culminó con Resolución Inhibitoria el 24 de julio de 2004, por lo que,  la presunción se mantiene al no existir certeza de que los móviles del homicidio del mencionado afiliado tienen origen común y no profesional.
4º. Frente al trámite inadecuado del traslado del dictamen rendido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío, basta con revisar la audiencia realizada el 24 de febrero del año que avanza, fl. 285, para que el argumento del togado que recurre, se caiga por su propio peso; en esa oportunidad la Juez a quo, corrió el respectivo traslado, en los términos del artículo 238 y; en la diligencia celebrara 20 días después, el 16 de marzo de 2009, fl. 287, dejó clara constancia que el término otorgado a las partes, respecto del dictamen, había transcurrido en silencio, esto es, la parte que apela, tuvo la oportunidad legal de controvertir el dictamen y sin embargo dejó vencer esa oportunidad sin realizar manifestación alguna, lo que aunado al hecho de que el citado trámite se cumplió en debida forma hacen inanes sus actuales inconformidades. 
Finalmente, respecto a que no hay certeza en cuanto a la condición de beneficiarios de los demandantes, respecto del afiliado fallecido, considera la Sala que se trata de un argumento completamente nuevo que no fue presentado con la contestación de la demanda y por tanto no fue controvertido por la parte actora.

En efecto si se revisa con cuidado el expediente, se concluye que los fundamentos que siempre mantuvo la accionada para negar la prestación reclamada, fueron de una parte, la inexistencia del contrato de trabajo entre el causante y la Cooperativa Mosarcoop lo que invalida la vinculación de aquél al subsistema de riesgos profesionales y, de otra, que el suceso en que perdió la vida el mencionado afiliado no tuvo origen profesional, folios  91 a 97 (contestación de la demanda) y fl. 14 (respuesta de la ARP Colmena  a la solicitud presentada por la Cooperativa).  

En ese orden de ideas, la decisión de primera instancia será prohijada en su integridad.
Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley CONFIRMA la sentencia que por vía de apelación se ha revisado.
Sin costas por la actuación en esta instancia.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

En vacaciones 
CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE

Secretaria
� C.S.J. Sala de Casación Laboral. Sentencia del 2 de noviembre de 2006. Radicación 27741. Magistrado Ponente Gustavo José Gnecco Mendoza.
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